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ESTUDIO DE CASO 29

Sistemas jurídicos y administrativos a nivel nacional en Sudáfrica

Sudáfrica no ha ratificado todavía la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, pero ha elaborado todo un conjunto de leyes, políticas y marcos institucionales que permitirán una mejor salvaguardia de lo que en este país se denomina “patrimonio vivo”, es decir, el patrimonio cultural inmaterial (PCI).

LA CONSTITUCIÓN SUDAFRICANA Y EL TRASPASO DE PODERES A LAS PROVINCIAS
La Constitución de 1996, ley suprema de Sudáfrica, promueve la igualdad, los derechos humanos, la lucha contra la discriminación racial y el sexismo, y el establecimiento de un Estado responsable, receptivo, transparente y democrático. El principio del plurilingüismo consagrado en la Constitución está presente en toda la legislación y en el conjunto de las políticas, comprendidas las relativas a la cultura, el idioma nacional y el PCI. Las políticas nacionales relativas al patrimonio cultural y el idioma nacionales cumplen la función de marco de orientación legislativo para los gobiernos provinciales y locales, ya que se considera que los asuntos culturales incumben tanto a éstos como al gobierno nacional.

POLÍTICAS E INSTITUCIONES QUE DEPENDEN DEL MINISTERIO DE ARTES Y CULTURA

La salvaguardia del patrimonio vivo, o la ayuda suministrada a las comunidades para salvaguardarlo, forma parte de las responsabilidades que incumben al Departamento de Artes y Cultura, en el que se ha creado una sección especial dedicada a ese tipo de patrimonio cultural. Este departamento elaboró en 2009 un proyecto de política sobre el patrimonio vivo ateniéndose al marco de la política cultural existente, que se halla definida en el “Libro blanco sobre artes, cultura y patrimonio cultural de 1996”. En 2011, se abrió a consulta pública la política relativa al patrimonio vivo y se empezó a calcular su costo. Al personal del departamento se le asignó la responsabilidad de supervisar la confección del inventario del PCI presente en el país. El departamento también supervisa el trabajo del Consejo del Patrimonio Nacional (que asesora en materia políticas y coordina actividades en el sector del patrimonio cultural) y de la Agencia Sudafricana de Recursos del Patrimonio Cultural (que se encarga de la gestión de los elementos del PCI vinculados a lugares y objetos culturales).
POLÍTICAS E INSTITUCIONES QUE DEPENDEN DE OTROS MINISTERIOS

Sin embargo, cabe señalar que la salvaguardia del PCI no incumbe exclusivamente al Departamento de Artes y Cultura. En efecto, en aplicación de la política sobre sistemas de conocimiento indígenas elaborada por el Departamento de Ciencia y Tecnología, se creó en 2004 un organismo denominado Oficina Nacional de Sistemas de Conocimiento Indígenas (NIKSO) cuya misión consiste en confeccionar un inventario del PCI susceptible de usos comerciales y fomentar su contribución a la economía del país, protegiendo al mismo tiempo los derechos de las comunidades autóctonas sobre el mismo. 

El Departamento de Comercio e Industria, por su parte, propuso y obtuvo algunas modificaciones en la legislación nacional sobre propiedad intelectual para incluir en ella los conocimientos indígenas. Por ejemplo, la Ley sobre patentes se modificó en 2005 para exigir a los solicitantes de éstas que obtengan el permiso de las comunidades interesadas cuando sus solicitudes guarden relación con un “recurso biológico o genético indígena, o un conocimiento o uso tradicional”. Más tarde se propuso enmendar la Ley de protección de intérpretes y ejecutantes para englobar “las expresiones folclóricas”, y también la Ley sobre el derecho de autor para extender su protección a “las obras de carácter ancestral” y crear un fondo fiduciario nacional en beneficio de la propiedad intelectual tradicional. Esas propuestas de enmiendas se empezaron a debatir en el Parlamento en 2011.

El Departamento de Medio Ambiente y Turismo elaboró un reglamento para que los permisos de investigación, bioprospección y exportación de recursos biológicos indígenas sólo se concedan después de haber obtenido el consentimiento informado de las partes interesadas que facilitan el acceso a esos recursos, comprendidas las comunidades poseedoras de tierras o conocimientos pertinentes. Este sistema de concesión de permisos garantiza la mayor participación posible de las comunidades en la distribución de beneficios.1
Al mismo tiempo, el Departamento de Salud y el Departamento de Agricultura prepararon otras políticas, legislaciones y reglamentaciones para proteger los derechos de las comunidades sobre su PCI, así como el derecho de las personas a gozar de buena salud recurriendo a prácticas médicas tradicionales.
1.	Gestión ambiental nacional – Ley sobre biodiversidad de 2004 – Reglamento sobre prospección biológica, acceso y distribución de beneficios de fecha 8 de febrero de 2008:
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